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El Colectivo EPUmx es una coalición de organizaciones, redes y colectivos 
de sociedad civil nacionales, estatales e internacionales que trabajan en 
el ámbito de los derechos humanos en México. El Colectivo se aglutina 
alrededor de los ciclos de evaluación de México ante el Examen Periódico 
Universal y sus integrantes han presentado contribuciones conjuntas 

desde el primer ciclo sobre el país en 2009
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Somos el colectivo EPUmx

El Colectivo EPUmx es una coalición conformada por más de 300 organizaciones, redes y colectivos de la 
sociedad civil que trabajan en el ámbito de los derechos humanos en México.

Acción Urgente para Defensores de Derechos Humanos
ALIADAS por la Igualdad y la No violencia
Alianza mexicana contra el fracking
Almas Cautivas
Aluna Acompañamiento Psicosocial, A.C.
Amnistía Internacional México 
ARTICLE 19 México y Centroamérica 
Asistencia Legal por los Derechos Humanos A.C. 
Asociación Ecológica Santo Tomás A.C.
Asociación Progreso para México
Bajo Tierra Museo del Agua
Balance Promoción para el Desarrollo y la Juventud A.C.
Casa Frida “Refugio LGBT”
Centro de Derechos Humanos “Fray Francisco de Vitoria OP”, A.C.
Centro de Derechos Humanos de la Montaña “Tlachinollan” 
Centro de Derechos Humanos de las Mujeres A.C.
Centro de Derechos Humanos Fray Bartolomé de Las Casas 
Centro de Derechos Humanos Fray Matías de Córdova A.C
Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez AC
Centro de Derechos Humanos Paso del Norte A.C.
Centro de Derechos Humanos Zeferino Ladrillero 
Centro de Estudios Sociales y Culturales Antonio de Montesinos A.C. 
Centro de Investigación y Capacitación, Propuesta Cívica
Centro de Justicia para la Paz y el Desarrollo A.C.
Centro Mexicano de Derecho Ambiental, A.C.
Centro Profesional Indígena de Asesoría, Defensa y Traducción, AC
Centro Regional de Defensa de Derechos Humanos “José Ma. Morelos y Pavón” A.C.
Chantiik Taj Tajinkutik A.C.
Clínica Jurídica para Refugiados Alaíde Foppa
Coalición de Organizaciones Mexicanas por el Derecho al Agua 
Colectivo Contra la Tortura y la Impunidad A.C. 
Colectivo de Personas Víctimas de Desplazamiento Forzado y Organizaciones Acompañantes. Integrado 
por: Chihuahua: Colectivo de personas desplazadas “Nuevo Amanecer” de Parral, Comunidad de Baborigame de Guadalupe y 
Calvo, Desplazados de la Comunidad del Manzano, Desplazados de la Comunidad de Monterde, Desplazados de la comunidad 
Coloradas de la Virgen, Consultoría Técnica Comunitaria A.C., Centro de los Derechos Humanos de las Mujeres A.C., Alianza 
Sierra Madre, Equipo de Producción Documental “CRUZ”. Durango: Colectivo de personas desplazadas “Nuevo Amanecer”; 
Sonora: Colegio de Sonora, Red Kaweruma para apoyo a Guarijios. Sinaloa: Comunidad Mayo de Huites. Chiapas: Desplazados 
Tzeltales de Ocosingo, Colectivo de desplazados COLEMBIJ de la zona norte, Centro de Derechos Humanos Fray Bartolomé de 
Las Casas, A.C., Voces Mesoamericanas. Oaxaca: Desplazados triquis de Tierra Blanca Copala y San Juan Copala, Movimiento 
de Unificación y Lucha Triqui Independiente (MULTI). Guerrero: Desplazados de la comunidad de Leonardo Bravo, Desplazado 
de Zitlala, Centro Regional de Defensa de Derechos Humanos José María Morelos y Pavón, Centro de Derechos Humanos de 
la Montaña Tlachinollan, Centro de derechos de las víctimas de violencia Minerva Bello. Quintana Roo: Desplazados Kanjobales 
y Cakchiqueles de Maya Balam. Michoacán: Desplazados de Aguililla, Desplazados de Chinicuila, Desplazados de Coalcoman, 
Desaparecid@s de la Costa y Feminicidios de Michoacán (Decofem), Observatorio de Seguridad Humana de la Región de Apat-
zingán. Colima: Desplazados de Colima reubicados en Michoacán. Ciudad de México: Centro de Seguridad Urbana y Prevención, 
Centro de Investigación y Acción Social A.C., Red de Derechos Humanos Todos los Derechos para Todas y Todos A.C., Aluna 
acompañamiento psicosocial A.C.,Servicios y Asesoría para la Paz A.C. Foro para el Desarrollo Sustentable A.C. (Trabajo interes-

tatal en Sinaloa, Sonora, Campeche, Quintana Roo y Chiapas).
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Colectivo Emancipaciones
Colectivo Masehual Siuamej Mosenyolchikauanij
Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos
Comité Cerezo México
Comité de Defensa Integral de Derechos Humanos Gobixha A.C
Comunicación e Información de la Mujer A. C 
Comunicación y Educación Ambiental S.C.
Consultoría Técnica Comunitaria A.C
Data Cívica
DiRamona
Documenta, Análisis y Acción para la Justicia Social A.C.
EcoMaxei
Elementa DDHH
Engenera A.C.
EQUIS Justicia para las Mujeres
Escazú Ahora
Espacio de Coordinación de Organizaciones Civiles sobre Derechos Económicos, Sociales, Culturales 
y Ambientales 
Espacio de Organizaciones de la Sociedad Civil para la Protección de Personas Defensoras de De-
rechos Humanos y Periodistas. Las organizaciones que integran el Espacio OSC son: ARTICLE 19; Casa del Migrante 
Saltillo; Centro de Derechos Humanos de la Montaña Tlachinollan; Centro de Derechos Humanos Zeferino Ladrillero (CDHZL); 
Centro Mexicano de Derecho Ambiental (CEMDA); Centro Nacional de Comunicación Social (Cencos); Comisión Mexicana de 
Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, (CMDPDH); Comunicación e Información de la Mujer A.C. (CIMAC); Consorcio 
para el Diálogo Parlamentarios y la Equidad Oaxaca (Consorcio Oaxaca); Instituto de Derecho Ambiental (IDEA), Red Nacional de 
Organismos Civiles de Derechos Humanos Todos los Derechos para Todas y Todos (RedTDT); SMR: Scalabrinianas, Misión con 
Migrantes y Refugiados. El Espacio OSC está acompañado por Brigadas Internacionales de Paz (PBI) – Proyecto México.

Fian México
Frontline Defenders
Fundación Arcoiris por el Respeto a la Diversidad Sexual A.C. Coordinadora del Observatorio Nacional de Crímenes 
de Odio contra personas LGBTI+ en México que agrupa a 64 organizaciones y de la Red de Apoyo a las Personas Migrantes y 
Refugiadas LGBT en México de 25 organizaciones.

Fundación Juconi México A.C. 
Fundación para la Justicia y el Estado Democrático de Derecho
Fundar, Centro de Análisis e Investigación, A.C.
Grupo de Trabajo Sobre Política Migratoria-GTPM; Aldeas Infantiles SOS México, I.A.P.; Alianza Américas; American 
Friends Services Committee; Asylum Access México (AAMX) A.C.; Casa del Migrante Saltillo (Frontera con Justicia A.C.); Centro 
de Derechos Humanos Fray Matías de Córdova, A.C.; Coalición Pro Defensa del Migrante de Baja California; Comisión Mexicana 
de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos; Fundación Appleseed México, A.C.; DHIA. Derechos Humanos Integrales 
en Acción, A.C.; IMUMI Instituto para las Mujeres en la Migración; Iniciativa Ciudadana para la Promoción de la Cultura del Diálogo, 
A.C.; INSYDE Instituto para la Seguridad y la Democracia; M3 Movimiento Migrante Mesoamericano; Paso de Esperanza A.C.; 
REDIM Red por los Derechos de la Infancia en México; Save the Children México, Sin Fronteras, IAP; Servicio Jesuita a Refugiados; 
SMR Scalabrinianas: Misión con Migrantes y Refugiados; Leticia Calderón, Analista en temas migratorios; Brenda Valdés; Elba 
Coria; Manuel Ángel Castillo, Investigador; Gloria Ciria Valdéz Gardea, fundadora y coordinadora del Seminario Niñez Migrante; 
IDC International Detention Coalition (Observadoras). Jocelín Mariscal Agreda, Miguel Herrera Flores y Melissa A. Vértiz Hernández, 
Secretaría Técnica.

Grupo Focal sobre Empresas y Derechos Humanos
Humanismo & Legalidad Consultores 
Idheas Litigio Estratégico en Derechos Humanos A.C.
Indigenous Peoples Rights International 
Indignación, Promoción y Defensa de los Derechos Humanos
Iniciativa Ciudadana y Desarrollo Social, A.C 
Iniciativa Ecofeminaria
Iniciativa Kino para la Frontera
Instituto de Derechos Humanos Ignacio Ellacuría
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Instituto de Estudios del Proceso Penal Acusatorio, A.C. 
Instituto de Justicia Procesal Penal, A.C.
Instituto Mexicano de Derechos Humanos y Democracia 
Instituto Mexicano para el Desarrollo Comunitario
Instituto para las Mujeres en la Migración, A.C.
Intersecta
Justicia Transicional Mx
Kalli Luz Marina A.C.
México Igualitario
México Unido Contra la Delincuencia
Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio 
Observatorio Nacional de Crímenes de Odio contra personas LGBTI+
Oxfam México
Peace Brigades International - México
Plataforma por la Paz y la Justicia en Guanajuato
Programa de Asuntos Migratorios - Universidad Iberoamericana Ciudad de México
Proyecto sobre Organización, Desarrollo, Educación e Investigación 
Red de Apoyo a las Personas Migrantes y Refugiadas LGBT 
Red de Defensa del Territorio Indígena en la Sierra Tarahumara (REDETI) integrada por: Alianza Sierra Madre 
A.C. Awé Tibúame A.C. y Consultoría Técnica Comunitaria A.C

Red de Mujeres y hombres por una opinión pública con perspectiva de género A.C.
Red Escazú Mx
Red Franciscana para Migrantes 
Red Guerrerense por los Derechos de las Mujeres
Red Jesuita con Migrantes México; Servicio Jesuita a Refugiados México; Albergue Decanal Guadalupano; Centro de 
Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez; Centro de día para Migrantes, Jesús Torres; Iniciativa Kino para la Frontera; Fun-
dación San Ignacio de Loyola; Radio Huayacocotla; Centro Gerardi; Clínica Jurídica Alaíde Foppa para Personas Refugiadas de la 
Universidad Iberoamericana (CJR); Programa de Asuntos Migratorios del ITESO, de la IBERO Torreón e IBERO Ciudad de México; 
Programa de Estudios sobre Migración de la IBERO León, Área de Vinculación e Incidencia de la IBERO Tijuana y Persona acadé-

mica responsable de Asuntos Migratorios en el Departamento de Ciencias Sociales de la Ibero Puebla.

Red Nacional de Organismos Civiles de Derechos Humanos “Todos los Derechos para Todos y Todas”. 
Integrada por 87 organizaciones en 23 estados de la República mexicana: Academia Hidalguense de Educación y Derechos 
Humanos A.C. (ACADERH) (Hidalgo); Agenda LGBT (Estado de México); Agua y Vida, mujeres, derechos y ambiente (Chiapas); 
Alianza Sierra Madre, A.C. (Chihuahua); Aluna Acompañamiento Psicosocial, A.C.(Ciudad de México); Asistencia Legal por los 
Derechos Humanos, A.C. (AsiLegal) (Ciudad de México); Asociación Jalisciense de Apoyo a los Grupos Indígenas, A.C. (AJAGI) 
(Guadalajara, Jal.); Asociación para la Defensa de los Derechos Ciudadanos “Miguel Hidalgo” (Jacala Hgo.); Bowerasa, A.C. 
“Haciendo Camino” (Chihuahua, Chih.); Casa del Migrante Saltillo (Saltillo, Coah.); Católicas por el Derecho a Decidir, A.C. (Ciudad 
de México); Centro de Capacitación y Defensa de los Derechos Humanos e Indígenas, Asociación Civil (CECADDHI) (Chihuahua); 
Centro “Fray Julián Garcés” Derechos Humanos y Desarrollo Local, A. C. (Tlaxcala, Tlax.); Centro de Apoyo al Trabajador, A.C. 
(CAT) (Ciudad de México); Centro de Derechos de la Mujeres de Chiapas (San Cristóbal de Las Casas, Chis.); Centro de Dere-
chos Humanos “Fray Bartolomé de Las Casas”, A. C. (San Cristóbal de Las Casas, Chis); Centro de Derechos Humanos “Fray 
Francisco de Vitoria O.P.”, A. C. (Ciudad de México); Centro de Derechos Humanos “Fray Matías de Córdova”, A.C. (Tapachula, 
Chis.); Centro de Derechos Humanos “Juan Gerardi”, A. C. (Torreón, Coah.); Centro de Derechos Humanos “Miguel Agustín Pro 
Juárez”, A. C. (Ciudad de México); Centro de Derechos Humanos de la Montaña, Tlachinollan, A. C. (Tlapa, Gro.); Centro de 
Derechos Humanos de las Mujeres (Chihuahua); Centro de Derechos Humanos de los Pueblos del Sur de Veracruz “Bety Cariño”, 
A.C. (Tatahuicapan de Juárez, Ver.); Centro de Derechos Humanos Digna Ochoa, A.C (Tonalá, Chis.); Centro de Derechos Hu-
manos Paso del Norte (Cd. Juárez, Chih.); Centro de Derechos Humanos Toaltepeyolo (Orizaba, Veracruz); Centro de Derechos 
Humanos Victoria Diez, A.C. (León, Gto.); Centro de Derechos Humanos Zeferino Ladrillero (CDHZL) (Estado de México); Centro 
de Derechos Indígenas “Flor y Canto”, A. C. (Oaxaca, Oax.); Centro de Derechos Indígenas A. C. (Bachajón, Chis.); Centro de 
Investigación y Capacitación Propuesta Cívica A. C. (Propuesta Cívica) (Ciudad de México); Centro de Justicia para la Paz y el 
Desarrollo, A. C. (CEPAD) (Guadalajara, Jal.); Centro de los Derechos del Migrante (Ciudad de México); Centro de Reflexión y 
Acción Laboral (CEREAL-Guadalajara) (Guadalajara, Jal.); Centro Diocesano para los Derechos Humanos “Fray Juan de Larios”, 
A.C. (Saltillo, Coah.); Centro Kalli Luz Marina (Orizaba, Ver.); Centro Mexicano de Derecho Ambiental (CEMDA) (Ciudad de México); 
Centro Mujeres (La Paz, BCS.); Centro Regional de Defensa de DDHH José María Morelos y Pavón, A.C. (Chilapa, Gro.); Centro 
Regional de Derechos Humanos “Bartolomé Carrasco”, A.C. (BARCA) (Oaxaca, Oax.); Ciencia Social Alternativa, A.C. KOOKAY 
(Mérida, Yuc.); Ciudadanía Lagunera por los Derechos Humanos, A.C. (CILADHAC) (Torreón, Coah.); Colectivo contra la Tortura 
y la Impunidad (CCTI) (Ciudad de México); Colectivo Educación para la Paz y los Derechos Humanos, A.C. (CEPAZDH) (San 
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Cristóbal de Las Casas, Chis.); Comisión Ciudadana de Derechos Humanos del Noroeste (Mexicali, Baja California); Comisión 
de Derechos Humanos y Laborales del Valle de Tehuacán, A.C. (Tehuacán, Pue.); Comisión de Solidaridad y Defensa de los 
Derechos Humanos, A.C. (COSYDDHAC) (Chihuahua, Chih.); Comisión Regional de Derechos Humanos “Mahatma Gandhi”, A. 
C. (Tuxtepec, Oax.); Comité Cerezo (Ciudad de México); Comité Cristiano de Solidaridad Monseñor Romero (Ciudad de México); 
Comité de Defensa de las Libertades Indígenas (Palenque, Chis.); Comité de Defensa Integral de Derechos Humanos Gobixha 
A.C. (CODIGODH) (Oaxaca, Oax.); Comité de Derechos Humanos “Fr. Pedro Lorenzo de la Nada”, A. C. (Ocosingo, Chis.); Co-
mité de Derechos Humanos “Sierra Norte de Veracruz”, A. C. (Huayacocotla, Ver.); Comité de Derechos Humanos Ajusco (Ciudad 
de México); Comité de Derechos Humanos de Colima No Gubermantal A. C. (Colima, Col.); Comité de Derechos Humanos de 
Comalcalco, A. C. (CODEHUCO) (Comalcalco, Tab); Comité de Derechos Humanos de Tabasco, A. C. (CODEHUTAB) (Villaher-
mosa, Tab); Comité de Derechos Humanos y Orientación Miguel Hidalgo, A. C. (Dolores Hidalgo, Gto.); Comité de Familiares de 
Detenidos Desaparecidos “Hasta Encontrarlos”(Ciudad de México); Comité Sergio Méndez Arceo Pro Derechos Humanos de 
Tulancingo, Hgo A.C. (Tulancingo, Hgo.); Consultoría Técnica Comunitaria AC (CONTEC) (Chihuahua); El Caracol, A.C (Ciudad de 
México); Estancia del Migrante González y Martínez, A.C. (Querétaro, Qro.); Espacios para la Defensa y el Florecimiento Comunita-
rio (ESPADAC), (Oaxaca); Frente Cívico Sinaloense. Secretaría de Derechos Humanos (Culiacán, Sin.); Fundación para la Justicia 
y el Estado Democrático de Derecho (Ciudad de México); Indignación, A. C. Promoción y Defensa de los Derechos Humanos 
(Mérida, Yuc.); Instituto de Derechos Humanos Ignacio Ellacuria, S.J. Universidad Iberoamericana- Puebla (Puebla, Pue.); Instituto 
Mexicano de Derechos Humanos y Democracia (Ciudad de México); Instituto Mexicano para el Desarrollo Comunitario, A. C. 
(IMDEC) (Guadalajara, Jal.); Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Occidente. Centro Universitario por la Dignidad y la 
Justicia Francisco Suárez, SJ (Guadalajara, Jal.); La 72, Hogar-Refugio para Personas Migrantes (La 72) (Tenosique, Tabasco); 
Mujeres Indígenas por la Conservación, Investigación y Aprovechamiento de los Recursos Naturales, A. C. (CIARENA) (Oaxaca); 
Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio (OCNF); Programa Universitario de Derechos Humanos Ibero León (Guanajuato) 
Promoción de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PRODESCAC) (Estado de México); Proyecto de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales (ProDESC) (Ciudad de México); Proyecto sobre Organización, Desarrollo, Educación e Investigación 
(PODER) (Ciudad de México); Red Solidaria de Derechos Humanos, A.C. (Morelia, Michoacán); Respuesta Alternativa, A. C. Ser-
vicio de Derechos Humanos y Desarrollo Comunitario (San Luis Potosí); Servicios de Inclusión Integral, A.C. (SEIINAC) (Pachuca, 

Hgo.); Tequio Jurídico A.C. (Oaxaca, Oax.); Voces Mesoamericanas, Acción con Pueblos Migrantes.

Red Nacional de Peritos y Expertos Independientes contra la Tortura 
Red por los Derechos de la Infancia en México 
Renace Capítulo San Luis Potosí A.C.
Scalabrinianas Misión con Migrantes y Refugiados
Servicio Internacional para la Paz
Servicios de Inclusión Integral y Derechos Humanos A. C.
Servicios para una Educación Alternativa A.C. 
Servicios y Asesorías para la Paz
Tsikini, Brote Pro Dignidad y Justicia
Veredas, Caminos Alternativos de Educación Ambiental, A.C.
Voces Mesoamericanas, Acción con Pueblos Migrantes A.C.

International organizations that endorse this report / 
organizaciones internacionales que apoyan el presente informe
Action des Chrétiens pour l’Abolition de la Torture
Asociación por la Paz y los Derechos Humanos Taula per Mèxic
Business and Human Rights Resource Centre
Center for Justice and International Law 
Deutsche Menschenrechtskoordination Mexiko - Coordinación Alemana por los Derechos Humanos en 
México
Due Process of Law Foundation
Federación Internacional por los Derechos Humanos 
Foodfirst Information and Action Network
International Rehabilitation Council for Torture Victims 
Latin America Working Group
Oficina en Washington para Asuntos Latinoamericanos 
Organización Mundial Contra la Tortura 
Robert F. Kennedy Human Rights 
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I. Introducción
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I. Introducción

Este informe fue elaborado con base en los datos oficiales recabados por or-
ganizaciones de la sociedad civil mexicana respecto a la violencia que siguen 

enfrentando las mujeres en México. El documento contiene las recomendaciones por 
violencia de género emitidas en 2018 y las respuestas dadas por el Estado. También 
contiene recomendaciones para atender la violencia contra las mujeres y mecanismos 
para reparar el daño contra las mujeres. Este informe forma parte de una serie de 
informes temáticos que 180 organizaciones de la sociedad civil del país desarrollaron 
de manera conjunta.
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II. Debilitamiento del 
Estado de derecho
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II. Derechos sexuales y 
reproductivos

En 2018, Dinamarca, Georgia, Eslovenia, 
Albania, Islandia, Francia y Camerún reco-

mendaron armonizar la legislación federal y estatal 
sobre interrupción del embarazo. Nueva Zelanda 
recomendó modificar las prácticas discriminato-
rias contra las mujeres y las niñas, lo que incluye 
garantizar la igualdad de acceso al aborto legal y 
seguro y a servicios médicos respetuosos. Por 
último, India recomendó seguir reduciendo las ta-
sas de mortalidad y morbilidad maternas, espe-
cialmente entre las mujeres de grupos desfavore-
cidos y con bajos ingresos.  

México ocupa el primer lugar en embarazos de 
adolescentes entre los Estados miembros de la Or-
ganización para la EPU Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE), con una tasa de fecundidad de 
77 nacimientos por cada 1.000 adolescentes de 
entre 15 y 19 años1.  De las adolescentes emba-
razadas de 15 años o más, 9.4% sufrieron abuso 
sexual, 36.5% tuvieron relaciones sexuales no pla-
neadas y 17.5% no tenían información sobre mé-
todos anticonceptivos ni dónde obtenerlos.2   De 
acuerdo con el informe de la Estrategia Nacional 
para la Prevención del Embarazo en Adolescentes 
(ENAPEA, 2020), se estima que en 2020 la ma-
yoría de los nacimientos en menores de 15 años 
ocurran 0.7% en niñas de 11 años, 2.4% en niñas 
de 12 años, 14.2% en niñas de 13 años y 82% en 
adolescentes de 14 años.3

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS), 
el aborto seguro4  es un procedimiento fiable y 
una intervención sanitaria no compleja cuando se 

realiza con los métodos recomendados apropia-
dos para la edad gestacional y es aplicado por 
personal capacitado. La decisión de continuar o 
interrumpir un embarazo es personal y el Estado 
mexicano tiene la obligación de garantizar las me-
jores condiciones para que las mujeres tomen su 
decisión libremente y gocen del más alto nivel de 
salud disponible. Sin embargo, las mujeres en 
México se enfrentan a graves obstáculos para 
ejercer sus derechos reproductivos. Las muje-
res son criminalizadas por interrumpir embarazos 
no deseados, son objeto de violencia obstétrica, 
mueren durante el embarazo, el parto o el perio-
do de recuperación, y son discriminadas cuando 
buscan acceder a tecnologías de reproducción 
asistida.

Se han documentado casos de anticoncep-
ción forzada entre mujeres con discapacidad y 
mujeres privadas de libertad; en algunas partes 
del país, estas últimas son obligadas/coacciona-
das a aceptar un método anticonceptivo como 
condición para recibir visitas conyugales. Además, 
el acceso a servicios de aborto seguro en casos 
de violación durante la detención se ha registrado 
como precario o inexistente.5

La falta de información sobre sexualidad y re-
producción, así como la falta de acceso a servi-
cios de aborto seguros, legales y asequibles, es 
un obstáculo para el pleno disfrute de los dere-
chos sexuales y reproductivos y puede dar lugar 
a violaciones de estos derechos. En México, en 
2020, el aborto se convirtió en la 9ª causa de 

A. Interrupción del embarazo

3

2

4

5

6
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muerte materna y para 2021 fue la 6ª causa de 
muerte materna. Para 2022, el aborto se convirtió 
en la 3ª causa de muerte materna.6

En 2021, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (SCJN) declaró inconstitucional la penaliza-
ción del aborto; sin embargo, sólo 13 de las 32 
entidades federativas han armonizado su Código 
Penal con el fallo de la Corte.7 Es importante des-
tacar que incluso los estados que han despenali-
zado el aborto,8 como la Ciudad de México (CDMX), 
continúan abriendo carpetas de investigación por 
el “delito” de aborto.   En abril de 2023, según 
datos de la Procuraduría General de Justicia de 
la CDMX, se abrieron 20 carpetas de investiga-
ción por el “delito” de aborto en la entidad (frente 
a sólo 2 por feminicidio, en contraste).9 Esto se 
debe a que, aunque el aborto está despenalizado 
bajo ciertas causales, la ley no se aplica con pers-
pectiva de género. Los fiscales abren carpetas 
de investigación contra mujeres que han abortado 
cuando no cumplen con las causales protegidas 
por la ley (la interrupción voluntaria del embarazo 
es legal hasta las 12 semanas de gestación o en 
caso de violación), lo que provoca que se siga 
criminalizando el derecho a decidir aun cuando 
esté despenalizado.

Un ejemplo de la falta de acceso al aborto seguro 
es el estado de Guerrero, donde el 17 de mayo de 
2022, el Congreso del Estado de Guerrero aprobó 
la reforma al Código Penal despenalizando el aborto 
sin límite gestacional para todas las personas emba-
razadas, una de las legislaciones más incluyentes del 
país y un logro histórico. Sin embargo, a un año de 
la despenalización, persisten serios problemas para 
garantizar el acceso a servicios de aborto seguro en 
el estado: falta de información, trabas burocráticas 
y administrativas para acceder al servicio, estigma a 
la hora de solicitar información y/o realizar la prácti-
ca, etc. Lo mismo ocurre en prácticamente todos los 
estados que han despenalizado el aborto. Hay poca 
difusión de información sobre la despenalización y 
sobre cómo acceder a los servicios de aborto legal, 
lo que se traduce en la persistencia de obstáculos 
para que las mujeres ejerzan su derecho.que colo-
can a estas dependencias en desventaja para cumplir 
con su función de coordinar las políticas relacionadas 
con la violencia de género; b) asignación insuficiente 
y discontinua de recursos gubernamentales, lo que 
repercute negativamente en la implementación de los 
programas de atención a la violencia; c) insuficiente 
profesionalización de los equipos de trabajo debido a 
la rotación de personal  falta de planeación de políticas 
públicas a largo plazo.

7

8

https://www.sitios.scjn.gob.mx/cec/blog-cec/precedente-historico-en-mexico-al-reconocer-la-obligatoriedad-de-las-acciones-urgentes-0
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En el Examen Periódico Universal 2018, las re-
comendaciones, Italia y Guyana recomenda-

ron al Estado mexicano continuar con las medidas 
para promover y proteger los derechos de las mu-
jeres y los niños y prevenir la violencia y el abuso en 
su contra. Por su parte, Alemania, Australia, Corea, 
Ecuador, Japón, Nepal y Serbia recomendaron in-
crementar las acciones y fortalecer los esfuerzos 
para prevenir y erradicar la violencia de género y la 
violencia doméstica. 

Respecto a la violencia sexual contra las mu-
jeres, de acuerdo con el Secretariado Ejecutivo 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública (SES-

NSP)10, en 2022 se denunciaron 82 mil 715 deli-
tos sexuales en todo el país, de los cuales 23 mil 
099 fueron violaciones. Es importante mencionar 
que México está obligado desde la sentencia del 
Campo Algodonero11  a contar con protocolos de 
investigación de delitos sexuales y de acceso a 
servicios médicos y de apoyo a víctimas de delitos 
sexuales. Sin embargo, actualmente la mayoría de 
los estados no cuentan con protocolos para vícti-
mas de violencia sexual, o bien, están desactuali-
zados12.   Además, la NOM 046 de la Secretaría de 
Salud13  no se aplica adecuadamente porque hay 
poco personal capacitado para brindar atención a 
las víctimas, quienes muchas veces sufren revic-
timización por ello.

Por ejemplo, en el estado de Jalisco, de acuer-
do con información de la Fiscalía General del Esta-
do, existe un alto porcentaje de abuso sexual a ni-
ñas de entre 12 y 17 años de edad. En los últimos 
tres meses de 2023, se registraron 818 casos de 
abuso sexual contra menores de 18 años. Es im-
portante señalar que en Jalisco, la tipificación de la 

violación a menores de 18 años como abuso sexual 
(la clasificación más grave en materia penal)14 , ha 
servido como excusa para negar la atención integral 
a las víctimas hasta el aborto, bajo la Norma Oficial 
Mexicana (NOM) 04615. El Estado niega a las mujeres 
el derecho al aborto porque asume que el delito de 
abuso sexual es menos grave, menos violento y más 
severo que el delito de violación. Se niega el aborto y 
se niegan todos los derechos previos que concurren 
y se vinculan con la práctica del aborto.

 Una revisión del Programa Integral para Prevenir, 
Atender y Sancionar la Violencia contra las Mujeres 
(PIPASEVM)16  muestra que hubo un incremento en las 
propuestas relacionadas con la aprobación o refor-
ma de leyes, así como la sanción penal de la vio-
lencia y las relacionadas con la promoción y difusión 
de información en materia de género, derechos hu-
manos, servicios de atención o recursos legales. A 
pesar de los esfuerzos en esta materia, la prevención 
de la violencia no es entendida desde una perspecti-
va integral por las instituciones del Estado.17

 Las acciones emprendidas por los Institutos y Se-
cretarías Estatales de la Mujer en México18  abordan 
la violencia de género otorgando los recursos a nivel 
individual19, optando por la terapia individual, dejando 
de lado cualquier estrategia colectiva o comunitaria 
encaminada a erradicar la violencia. La ausencia de 
una visión sistémica impide establecer el vínculo en-
tre el incremento de la violencia, la participación del 
crimen organizado en la dinámica política y econó-
mica del país, la descomposición del tejido social, la 
corrupción y el debilitamiento de las instituciones20.

B.Políticas públicas para prevenir y   
atender la violencia contra las mujeres

Violencia contra 
las mujeres 

9
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Los Institutos y Secretarías Estatales de la 
Mujer enfrentan múltiples retos para prevenir y 
atender la violencia de género, tales como: a) di-
ficultades legales y administrativas (burocratismo, 
dependencia de otras dependencias guberna-
mentales para ciertas acciones administrativas, 
limitaciones legales de funciones y atribuciones, 
etc.) que colocan a estas dependencias en des-
ventaja para cumplir con su función de coordi-
nar las políticas relacionadas con la violencia de 
género; b) asignación insuficiente y discontinua 
de recursos gubernamentales, lo que repercute 
negativamente en la implementación de los pro-
gramas de atención a la violencia; c) insuficiente 
profesionalización de los equipos de trabajo debi-
do a la rotación de personal21  falta de planeación 
de políticas públicas a largo plazo.

 En cuanto al acceso a los Centros de Jus-
ticia para las Mujeres (CEJUM)22 , sólo 5 de cada 
100 mujeres mexicanas que sufrieron violencia 
de género solicitaron apoyo a un CEJUM23.  Para 
el buen funcionamiento de estos Centros se han 
identificado varios obstáculos: falta de presu-
puesto24;  personal insuficiente debido a la alta 
demanda de servicios, pero también al esquema 
de contratación y rotación de personal; desco-
nocimiento de los servicios que brindan los CEJUM 
entre la población en general; y finalmente, los 
tiempos de espera para la atención y, en algunos 
casos, la ubicación geográfica de los CEJUM hacen 
que estos servicios sean inaccesibles para toda 
la población25.

Además de las deficiencias en la atención a 
las mujeres, en México sólo se emite una orden26  
de protección para salvaguardar la integridad y la 
vida de las mujeres por cada 7.5 casos de vio-
lencia27.   Las autoridades condicionan su otorga-
miento a la apertura de un procedimiento penal, 
civil o administrativo; incluso confunden su natura-
leza jurídica con mecanismos como la protección 
y las medidas cautelares28, no realizan un análisis 
adecuado del contexto ni del nivel de riesgo y se 
basan en estereotipos que descalifican a las vícti-
mas. En la implementación y seguimiento de las 
órdenes de protección participan autoridades de 
los tres niveles de gobierno, pero aún falta coordi-
nación. En cuanto a la Ley General de Acceso a 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV), 
no está alineada con los estándares internacio-
nales de protección y no se cuenta con informa-
ción estadística actualizada por entidad federativa 
ni versiones públicas de las órdenes emitidas29. 
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 En cuanto a los servicios de apoyo a víctimas 
de violencia, los refugios estatales para mujeres 
víctimas de violencia son escasos en comparación 
con el número de víctimas de diferentes tipos de 
violencia que solicitan estos servicios. Como des-
cripción de lo anterior, la Red Nacional de Refugios;

En 2021,  
atendierón 
a 45,490 mujeres, 
niñas y niños 
sobrevivientes 
de violencia 
de género 

cometida por hombres; y de enero a marzo de 
2022, brindó acompañamiento, atención integral 
y protección a 10,031 personas30. A pesar de 
lo anterior, los recursos destinados a los refugios 
de 2020 a 2021 disminuyeron (de 446.5 millones 
de pesos mexicanos a 420), y de 2021 a 2022 
se mantuvieron igual31, lo que contraviene la ley 
de presupuesto con perspectiva de género que 
establece que los presupuestos deben ser pro-
gresivos. También es importante señalar que el 
Estado no ha entregado a tiempo las partidas pre-
supuestales. El 26 de mayo de 202232, La Comi-
sión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres, mediante comunicado público 
declaró que los recursos financieros establecidos 
en los “Lineamientos de Operación del Programa 
de Apoyo a Refugios Especializados para Mujeres 
Víctimas de Violencia de Género, sus hijas e hijos” 
para el ejercicio fiscal 2020, iniciarán la transferen-
cia de recursos a partir del 25 de mayo de 2022.  
Sin embargo, para julio del mismo año, varios re-
fugios manifestaron que aún no habían recibido los 
recursos. La Red Nacional de Refugios estableció 
que aproximadamente 15% de los refugios del país 
ni siquiera habían recibido la primera asignación de 
recursos en el séptimo mes del año33

17
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B. Mecanismo de Alerta de Violencia de Género 
contra  las mujeres (AVGM)

En el EPU 2018, España, Austria, Francia y 
Noruega recomendaron evaluar la aplicación 

del mecanismo de Alerta de Violencia de Género 
contra las Mujeres (AVGM), crear la reglamentación 
necesaria para eliminar las incertidumbres jurídicas 
en su implementación, así como fortalecer la coor-
dinación interinstitucional con una amplia consulta a 
la sociedad civil para disminuir los altos niveles de 
violencia de género en el país. Además, Noruega, 
Austria, Moldavia y España recomendaron tomar 
medidas adicionales para garantizar la aplicación 
efectiva de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV), con el 
objetivo de acabar con la impunidad de la violencia 
contra las mujeres. 

De acuerdo con la LGAMVLV, la AVGM es un con-
junto de acciones gubernamentales coordinadas, 
integrales, emergentes y temporales que se llevan 
a cabo entre las autoridades de los tres órdenes 
y niveles de gobierno. Su función es enfrentar y 
erradicar la violencia feminicida en un territorio de-
terminado 34.  La AVGM tiene entre sus objetivos 
garantizar la vida, integridad, libertad y seguridad, 
así como el acceso a la justicia de las mujeres, 
adolescentes y niñas. También genera las con-
diciones y políticas públicas que contribuyan a la 
reducción y eliminación de la violencia feminicida 
contra ellas 35. Existe un mecanismo de alerta, 
pero puede ser solicitado por diferentes causas: 
violencia feminicida, desapariciones de mujeres, 
violencia sexual. 

La AVGM se emite cuando existe un contexto 
de violencia feminicida caracterizado por el incre-
mento persistente de actos o delitos que implican 
violaciones a los derechos a la vida, libertad, inte-

gridad y seguridad de las mujeres, adolescentes y 
niñas en un territorio determinado 36.

La mayoría de las AVGM han sido solicitadas por 
feminicidios, desapariciones y violencia sexual37. 
Esta herramienta aún enfrenta el reto de contar 
con mecanismos efectivos para el seguimiento y 
evaluación de las medidas decretadas y contar 
con investigaciones basadas en una metodolo-
gía adecuada que permita el análisis de contextos 
que faciliten la detección de deficiencias en las 
políticas públicas para atender, prevenir y san-
cionar la violencia contra las mujeres y generar 
medidas adecuadas para su atención. Asimismo, 
cabe señalar que no existen mecanismos que in-
diquen cuándo se levanta la alerta.

A la fecha se han declarado 25 AVGM en 22 
de las 32 entidades federativas del país, 38  lo 
que representa el reconocimiento del Estado por 
la vía legal e institucional de los riesgos latentes de 
ser mujer en 70% del territorio nacional. Además 
de lo anterior, hay estados que cuentan con AVGM 

por violencia feminicida desde hace 8 años, como 
Morelos y Estado de México.

A pesar de que el Estado mexicano ha realiza-
do reformas recientes a la LGAMVLV39,  siguen predo-
minando los vacíos normativos en materia de regla-
mentos y lineamientos de operación, perpetuando 
la falta de armonización y coordinación interinstitu-
cional entre las dependencias correspondientes. 
Esto provoca la perpetuación de violaciones a 
derechos humanos por omisión y/o actuación de 
las instituciones y la falta de certeza de sus compe-
tencias y responsabilidades dentro del Mecanismo.
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A pesar de la información proporcionada sobre 
el seguimiento de las recomendaciones por parte 
de las dependencias, gobierno, Grupos de Traba-
jo y Grupos Interinstitucionales y Multidisciplinarios 
(GIM) de las diferentes AVGM40,  cada una en cada 
entidad federativa crea sus propios indicadores 
para definir si se cumplió o no con la medida en 
términos de creación, más no de implementación, 
sin que el proceso para crear dichos indicadores 
sea transparente. Esta situación genera que los in-
dicadores sean diferentes en cada estado, lo que 
dificulta la evaluación de las medidas con criterios 
uniformes y estandarizados a nivel federal.

Finalmente, se observa que a pesar de existir 
un presupuesto destinado a algunas de las de-
pendencias públicas que deben implementar la 
AVGM41,  no existe claridad en las competencias 
federales y locales para su implementación y/o 
seguimiento. Además, es necesario que las re-
comendaciones de la AVGM sean estandarizadas y 
consideradas dentro de la construcción e imple-
mentación de políticas públicas para la prevención 
de la violencia de género, los derechos humanos 
y la atención a las víctimas.

24 25
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En el EPU 2018, Estonia, Siria y Liech-
tenstein recomendaron fortalecer la lucha 

contra la violencia de género, en particular contra 
los feminicidios y los asesinatos de mujeres. Por 
su parte, Canadá, Cuba, Bélgica y Francia reco-
mendaron realizar investigaciones exhaustivas, 
independientes e imparciales de los feminicidios, 
asegurar que los autores sean llevados ante la 
justicia, garantizar la reparación a las familias de 
las víctimas por el daño sufrido, utilizar sistemá-
ticamente el protocolo de investigación del delito 
de feminicidio. Sin embargo, la violencia sexual y 
de género es un grave problema que sigue afec-
tando especialmente a las niñas y adolescentes, 
a las mujeres y a sus familias.

 A pesar de los esfuerzos gubernamentales 
para frenar la violencia de género, este sigue 
siendo un problema que no se ha logrado erra-
dicar. En México, de acuerdo con información 
del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública (SESNSP)42, de 2015 a 2022 
la violencia contra las mujeres,43 específicamente 
los asesinatos (víctimas de feminicidio más homi-
cidios dolosos)44 se ha mantenido en más de 3 
mil víctimas anuales en todo el país. 2019 es el 
año con mayor registro histórico con 3 mil 884 
asesinatos de mujeres, lo que significó 11 muje-
res asesinadas diariamente.45   

 En cuanto a víctimas de feminicidios, el año 2021 
destaca por tener el registro histórico más alto con 

1,018 casos registrados de estos delitos46. Es im-
portante señalar que 2021 fue el segundo año de la 
pandemia de SARS-CoV-2, que mantuvo a la mayoría de 

C. Muertes violentas y 
homicidios de mujeres

la población en casa. En particular, para el último re-
gistro anual de 2022, los estados de Guanajuato (con 
434), Estado de México (con 409) y Baja California 
(con 300) se ubicaron en los tres primeros lugares de 
entidades con mayor número de víctimas de violencia 
letal, concentrando 30% del total nacional.
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En 2018 se registró el máximo histórico de 
víctimas de feminicidio mayores de 18 años con 
293. Desde 2019 representaron 10% del total a 
nivel nacional de feminicidios. A nivel estatal, el 
Estado de México es alarmante por concentrar 
el mayor número de víctimas femeninas de cual-
quier rango de edad.47

 Pero la violencia feminicida no es la única vio-
lencia extrema que sufren las mujeres en México. 
De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística 
y Geografía (INEGI) (2022)48, en las últimas dos dé-
cadas la violencia letal se ha reconfigurado, mien-
tras que la tendencia de 2000 a 2007 fue a la baja, 
a partir de 2008 la tasa de homicidios y los regis-
tros de víctimas femeninas se elevaron en 33% en 
el contexto de la implementación de las políticas de 
militarización de la seguridad pública del ex presi-
dente Felipe Calderón49. Las cifras se han triplicado 
en los últimos cuatro años, al pasar de 2 a 6 ase-
sinatos por cada 100 mil mujeres. Sin embargo, 
el máximo registro de víctimas letales femeninas 
ocurrió en 2020, año que destacó por tener una 
alta concentración de mujeres confinadas en sus 

hogares, debido a la pandemia50. Lo anterior sugiere 
que el clima de violencia y la grave crisis de derechos 
humanos que se vive en términos generales en todo 
el país, impacta de manera diferencial en el cuerpo y 
la vida de las mujeres, lo que se traduce en cifras e 
índices de violencia específica.   

México ha generado políticas y marcos jurídi-
cos para atender la problemática del feminicidio, sin 
embargo esto no se implementa adecuadamente, 
por lo que las víctimas y familiares se enfrentan a 
diversos obstáculos por parte de las Procuradurías, 
tales como: 1) La negativa a consignar las carpe-
tas de investigación como tentativa de feminicidio 
en casos de extrema gravedad, siendo calificados 
como lesiones o violencia familiar. 2) Múltiples omi-
siones y errores en la realización de los actos de in-
vestigación, que conllevan a la pérdida de pruebas 
necesarias para el esclarecimiento de los hechos 
y responsabilidades. Se ha documentado que los 
servidores públicos pierden pruebas relacionadas 

con los hechos, no investigan lo suficiente  y no 
aplican la perspectiva de género, fomentando con 

ello la impunidad51.
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3) La negativa a aplicar la perspectiva de género 
en la investigación de los feminicidios, así como a 
seguir protocolos especializados en la investigación 
del delito de feminicidio y a calificar la muerte violen-
ta de una mujer como feminicidio, considerándolos 
en muchos casos suicidios, contraviniendo su de-
ber de actuar con la debida diligencia y aplicar las 
normas nacionales emitidas en relación con los ca-
sos de feminicidio resueltos por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación (SCJN)52. 

Es importante destacar que la forma en que se 
han llevado a cabo estas agresiones también ha 
cambiado. A partir de 2007, las armas de fuego 
han cobrado mayor relevancia en el asesinato de 
mujeres: en 2007, 3 de cada 10 mujeres fueron 
asesinadas con algún arma de fuego, mientras que 
para los últimos seis años de registros disponibles 
(2016 a 2021), esta proporción ha aumentado 
a 6 de cada 10. El lugar donde se perpetran los 
asesinatos de mujeres también ha variado: para el 
último año, 6 de cada 10 homicidios de mujeres se 
cometieron en la vía pública53. 	

 Para 2021 los estragos dejados por el confina-
miento de la pandemia SARS-CoV-2 son evidentes, 
ya que 54% de los homicidios de mujeres dentro de 
sus hogares fueron cometidos mediante el uso de 
armas, es decir 517 de 96354. 

En promedio, de enero a diciembre de 2019, 
las autoridades identificaron 796 casos de niñas, 
niños y adolescentes huérfanos por feminicidios55. 
Destaca la grave situación de orfandad infantil por 
feminicidios en México56, la cual ha ido en aumen-
to desde 2015, año en que inició su registro. De 
diciembre de 2018 a abril de 2021, 5,072 perso-
nas de 0 a 17 años han quedado huérfanas por 
feminicidios en México   En promedio, de diciembre 
de 2018 a marzo de 2021 se han registrado 177 
casos mensuales de orfandad por feminicidio; más 
de cinco niñas, niños y adolescentes huérfanos por 
día57  (El Universal, 2021)

32

33

34



25

 Ante este incremento de asesinatos de mu-
jeres, las investigaciones son deficientes: se pier-
den evidencias, no se investiga lo suficiente y no 
se aplica adecuadamente la perspectiva de géne-
ro. Asimismo, las familias son revictimizadas por-
que deben invertir tiempo y dinero para investigar, 
presionan a las autoridades para que realicen las 
investigaciones, son frecuentemente amenazadas 
y/o maltratadas por algunos responsables de los 
crímenes y/o por las autoridades, lo que entorpece 

35 el proceso judicial y aumenta la probabilidad de que 
los casos queden impunes, afectando gravemente 
el acceso de las familias a la verdad, la justicia y la 
reparación58.
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 El Comité contra la Desaparición Forzada de las 
Naciones Unidas62  consideró de particular preo-
cupación la victimización específica de las mujeres 
que, en la mayoría de los casos, quedan a cargo de 
sus familias y enfrentan con sus propios medios la 
búsqueda de sus seres queridos, al tiempo que su-
fren los graves efectos sociales y económicos de las 
desapariciones y, en muchos casos, son víctimas 
de violencia, persecución, estigmatización, extorsión 
y represalias. La gravedad de las desapariciones, 
la diversidad e intensidad de sus impactos sobre 
las víctimas y la sociedad mexicana en su conjun-
to, requieren la urgente adopción e implementación 
de una Política Nacional para Prevenir y Erradicar las 
Desapariciones.

Por su parte, la Convención sobre la Elimina-
ción de Todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer (CEDAW) en el caso de Ivette Melissa Flores 
Román resolvió 63  que la adopción e implemen-
tación de una política nacional para la prevención 
y erradicación de las desapariciones forzadas de 
mujeres debe tener como ejes transversales los es-
tándares de debida diligencia, el enfoque de géne-
ro y de derechos humanos, que debe ser integral, 
y atender y combatir las causas profundas de las 
desapariciones forzadas de mujeres y propender a 
su no repetición. Asimismo, el Comité consideró que 
la impunidad de estos crímenes contribuye de ma-
nera significativa a la consolidación de una cultura de 
aceptación de las formas más extremas de violencia 
de género contra las mujeres en la sociedad, lo que 
contribuye a que estos crímenes se sigan cometien-
do.64  

 Finalmente, cabe señalar que ante la inacción 
de las autoridades, son las mujeres quienes suelen 
asumir la tarea de búsqueda de personas desapa-
recidas, muchas de ellas organizadas en brigadas 

En 2018, Argentina, Bélgica, Canadá, Fran-
cia, Ghana, Italia, Lituania y Polonia reco-

mendaron llevar a cabo investigaciones expeditivas, 
detalladas, exhaustivas, profundas, independientes 
e imparciales de todos los casos de desaparición 
forzada y llevar a los autores ante la justicia, respe-
tando las normas internacionales de justicia. Por su 
parte, Alemania, Corea, España, Montenegro e Irlan-
da recomendaron implementar la Ley Federal sobre 
Desaparición Forzada de Personas a nivel nacional y 
proporcionar recursos suficientes para su aplicación.

Sin embargo, a pesar de los esfuerzos guber-
namentales, la desaparición de personas continúa. 
Entre 2018 y 2022, más de 40 mil mujeres fueron 
reportadas como desaparecidas59, de las cuales, 
alrededor de 11,701 permanecían desaparecidas 
a principios de este año. El 55.8% de las mujeres 
reportadas como desaparecidas se encuentran en 
el rango de edad de 10 a 19 años, edades vul-
nerables a diferentes tipos de violencia y delitos, lo 
que refleja la falta de políticas focalizadas y efectivas 
para proteger a niñas y adolescentes. De acuerdo 
con cifras de las procuradurías estatales de 21 es-
tados del país 60,  en 2020 y 2021 desaparecieron 
un total de 18, 259 mujeres y niñas, 14,480 fueron 
localizadas con vida y 289 sin vida. La mayoría de 
las víctimas son menores de edad. Es importante 
mencionar que en relación a este delito existe un 
subregistro61,  hay poca información sobre patrones 
y modus operandi. No hay claridad sobre cuántas 
mujeres son encontradas vivas, muertas y las razo-
nes de su desaparición. Debido al subregistro y a la 
falta de confianza en las cifras oficiales publicadas 
por el Estado, no se sabe con certeza cuántas mu-
jeres son encontradas vivas, cuántas muertas y las 
razones de su desaparición.

D. Desapariciones de mujeres
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E. Trata de personas

Costa de Marfil, Indonesia, Malasia y Ruanda re-
comendaron continuar los esfuerzos para combatir 
la trata de personas mediante la adopción de me-
didas que aborden de forma integral este problema 
y garanticen la rendición de cuentas. El Reino Unido 
recomendó reforzar los recursos humanos y financie-
ros de los Comités y Unidades Especiales de Lucha 
contra la Trata. Además de una perspectiva de gé-
nero por parte de Yibuti, Filipinas y Guyana, Irak, Sri 
Lanka y Túnez recomendaron esfuerzos adicionales 
hacia la protección de los niños y la prevención de la 
trata infantil, la explotación infantil y la implicación en 
el crimen organizado.

De acuerdo con la Fiscalía General de la Repú-
blica (FGR)66, de 2018 a 2022 hubo 241 carpetas de 
investigación relacionadas con este delito. En cuanto 

a las víctimas, 85.88% fueron mujeres y 14.11% hom-
bres. Sobre las mujeres, 80.82% eran mayores de 
edad, 11.64% menores de 18 años y 7.53% no iden-
tificadas. Este panorama permite observar la feminiza-
ción y sexualización de la trata de personas, que es 
mucho mayor en contra de mujeres adultas, especial-
mente con fines de explotación sexual; sin embargo, 
no deja de ser preocupante que existan menores de 
18 años en situación de trata y que existan casos no 
identificados. De 241 carpetas de investigación, sólo 
9 derivaron en reparación del daño67.   A nivel estatal, 
de 2018 a 2022 hubo 3,953 casos68. A pesar de 
que la modalidad de trata de personas con fines de 
explotación laboral o trabajos forzados es la segunda 
en frecuencia, la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial, a través de sus inspecciones a nivel federal y por 
entidad, no encontró ningún caso69. 

De las Procuradurías Generales de Justicia del 
Estado y de la FGR, sólo 6% cuenta con un refugio es-
pecializado para víctimas de trata de personas, y sólo 
15% cuenta con un refugio especializado, lo cual es 
preocupante ante la obligación del Estado de proteger 
a las víctimas y garantizar su reincorporación social a 
través de espacios que brinden atención integral, ca-
pacitación y oportunidades de empleo que atiendan 
situaciones de vulnerabilidad70. 42

41

que recorren el territorio para encontrar los restos de 
sus familiares, sin recibir protección sino intimidación 
por parte de los agentes estatales65. Las institucio-
nes mexicanas tienen una gran deuda en materia de 
transparencia en casos de graves violaciones a los 
derechos humanos.
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Acceso a la justicia  
y reparación

Bahréin, Dinamarca, Ecuador, España, Irlanda, 
Reino Unido y la Santa Sede recomendaron 

en 2018 implementar mecanismos para hacer frente 
a la impunidad y la corrupción en las investigaciones 
de violaciones de derechos humanos para garantizar 
la restitución y la debida reparación, a las víctimas 
y sus familiares. Bahréin y Malasia recomendaron 
incorporar una perspectiva de género en la investi-
gación de los delitos contra las mujeres y el acceso 
a la justicia. Bahréin recomendó promulgar leyes, es-
tablecer los mecanismos de protección necesarios y 
asignar recursos suficientes para combatir la impuni-
dad, especialmente en relación con los delitos co-
metidos contra mujeres, niños y ancianos. Australia, 
Austria, Países Bajos y Reino Unido recomendaron 
establecer una Fiscalía General totalmente indepen-
diente para llevar a cabo investigaciones imparciales 
y transparentes y garantizar que los autores sean lle-
vados ante la justicia. 

En 2021, la SCJN emitió la Sentencia de Amparo 
en Revisión 1284/2015 71, relacionada con el femi-
nicidio de Karla Pontigo, cuyo asesinato había sido 
calificado como homicidio culposo. En este fallo, se 
ordenó a la Procuraduría General de Justicia del Es-
tado de San Luis Potosí reabrir la investigación y rea-
lizar las diligencias necesarias para investigar la muer-
te de la joven con perspectiva de género. La SCJN 
estableció que el nuevo proceso debe apegarse a 
los estándares desarrollados por la Corte en materia 
de acceso a la justicia, derecho a la verdad y a una 
vida libre de violencia y discriminación por razones de 
género. Además, señaló que la conclusión a la que 
se llegue deberá basarse en las pruebas recabadas, 
admitidas y desahogadas, y serán analizadas con 
perspectiva de género. En seguimiento a la senten-
cia anterior en el caso de Mariana Lima Buendía, la 
Corte señaló que: “todos los casos de muertes de 

mujeres, incluyendo aquellos que prima facie pare-
cen haber sido causados por motivos criminales, 
suicidios y algunos accidentes, deben ser analiza-
dos con una perspectiva de género para descartar/
confirmar razones de género para la muerte72. 

La sentencia en el caso de Karla Pontigo es re-
levante porque abre la posibilidad de que 10 años 
después de su feminicidio, su familia tenga acceso 
a la justicia, y reitera la obligación de las autoridades 
judiciales de investigar todas las muertes violentas 
de mujeres con perspectiva de género. Sin embar-
go, la impunidad y la falta de una debida investi-
gación persisten. De acuerdo con la organización 
Impunidad Cero, menos de la mitad de los femini-
cidios registrados han derivado en una sentencia 
condenatoria 73.  

De 2020 a finales de 2021, la Fiscalía para la In-
vestigación de Delitos Cometidos contra Grupos de 
Atención Prioritaria de la Ciudad de México inició 119 
carpetas de investigación por violencia de género, 
donde 90% de las víctimas son mujeres, y de las 
cuales sólo 28 fueron judicializadas74.   El derecho 
de acceso a la justicia es fundamental para lograr 
procesos judiciales con perspectiva de género y en-
foque de derechos humanos que deriven en sen-
tencias con reparación integral. En relación con el 
acceso a la justicia de las mujeres indígenas, encon-
tramos deficiencias para garantizar que su defensa 
sea en su lengua materna. Las instituciones guber-
namentales no cuentan con servicios de traducción 
a lenguas indígenas, ni con profesionales idóneos 
para dar seguimiento, juzgar y sentenciar estos ca-
sos con perspectiva intercultural.  

En cuanto a la reparación del daño, la Comisión 
Ejecutiva de Atención a Víctimas (CEAV) cuenta con 
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delegaciones en las 32 entidades de la República, 
sin embargo, opera con déficit. Para 2022, la CEAV 
requirió más de 2,500 millones de pesos, pero se 
aprobaron menos de 1,000 millones de pesos, 
por lo que no hubo dinero suficiente para operar la 
institución y garantizar los pagos a 3,000 víctimas. 
Además, los pagos a las víctimas por reparación del 
daño disminuyeron 80% 75. De acuerdo con la CEAV, 
respecto al uso del Fondo de Ayuda, Asistencia y 
Reparación Integral, el 6 de noviembre de 2020 se 
publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto 
mediante el cual “se llevó a cabo la extinción del Fon-
do de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, que 
tenía por objeto, entre otros, la reparación integral a 
las víctimas del delito y de violaciones a derechos 
humanos”76, lo que impactó negativamente en la re-
paración integral del daño.

Actualmente, el presupuesto de la CEAV no define 
el porcentaje que se destinará a la atención y/o re-
paración del daño, ni está clasificado por grupos de 
atención prioritaria, víctimas de delitos y/o violaciones 
graves a derechos humanos77. Sin partidas defini-
das en el presupuesto, ni informes que den cuenta 
de su ejercicio, aunado a la falta de atención a víc-
timas de delitos y de violaciones graves a derechos 
humanos, se vulneran los derechos a la reparación 
del daño, al acceso a la justicia y a una vida libre de 
violencia, perpetuando la violencia institucional contra 
las mujeres y niñas víctimas de violencia.
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V. Recomendaciones
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Garantizar el acceso a la información mediante 
la difusión de datos oficiales sobre mujeres víctimas 
de violencia familiar y de género, así como de deli-
tos sexuales, a través del Secretariado Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Homologar la legislación en materia de interrup-
ción voluntaria del embarazo en las 32 entidades 
federativas.  

Homologar y actualizar los protocolos para la 
atención e investigación de casos de violencia se-
xual contra las mujeres. 

 Garantizar partidas presupuestales progresivas 
para los Centros de Justicia para las Mujeres (CEJUM) 

en los presupuestos de las entidades federativas. 

 Estandarizar y garantizar el correcto funciona-
miento del Protocolo de Atención para Niñas, Niños 
y Adolescentes Huérfanos por Feminicidio. Crear 
un registro, para que estas niñas, niños y adoles-
centes tengan acceso a la cobertura de los dere-
chos esenciales para una vida digna. 

Publicar el Reglamento de la LGAMVLV, de con-
formidad con lo establecido en la reforma a la Ley 
en materia del mecanismo de AVGM, que establece 
su funcionamiento. 

Fortalecer el presupuesto federal y estatal de 
las Fiscalías Especializadas en Delitos de Género 
para incrementar el personal dedicado a la investi-
gación de casos con perspectiva de género. 

Actualizar los Protocolos de Investigación del 
Delito de Feminicidio de las Fiscalías Estatales des-
de una perspectiva de género, es decir, la acredi-
tación de las razones de género de los feminicidios. 

Elaborar diagnósticos sobre los patrones de 
desaparición y localización de mujeres con fines 
de prevención de desapariciones de mujeres y 
delitos conexos como trata de personas, violencia 
intrafamiliar, sustracción de niñas y adolescentes 
y feminicidio.

Dotar de mayores recursos para la creación 
y mantenimiento de casas de acogida, refugios 
y casas de medio camino para víctimas de trata 
que favorezcan su reinserción social. 

Fortalecer los mecanismos de rendición de 
cuentas y transparencia en las Comisiones de 
Atención a Víctimas, procuradurías y fiscalías es-
tatales y federales. 

 Realizar diagnósticos, en colaboración con la 
sociedad civil, para evaluar las políticas relaciona-
das con la reparación integral, asumiendo un en-
foque de género, centrado en las sobrevivientes 
e interseccional que adecue las reparaciones a 
las necesidades específicas de las víctimas/so-
brevivientes.
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